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III. El Consejo Fiscal.

Art. 28. - La asamblea estará integrada por todos los notarios de la capital y
un representante de cada Subsección Regional, designado por la misma.
§ Único. - La Subsección podrá delegar en un notario de la capital el
encargo de representarla en la asamblea general.

TÍTULO VII - DISPOSICIONES GENERALES
Art. 29. - Los presentes estatutos sólo podrán ser reformados por la
asamblea general de representantes mediante:
I. Propuesta del Consejo Directivo, estudiada por la Comisión de Estatutos,
Ética y Defensa Profesional, y enviada a todas las Secciones Regionales
por lo menos treinta (30) días antes de la fecha de la asamblea.
II. A propuesta de más del veinte por ciento(20 %) de los miembros de la
asamblea general de representantes y con dictamen de la Comisión de
Estatutos, Ética y Defensa Profesional.
§ Único. - La aprobación de reformas y enmiendas se hará por mayoría
absoluta cuando se encuentren presentes el 80% de los representantes, y
por la de los 2/3 cuando el porcentual de representantes fuera menor.

Art. 30. - En el ejercicio de su derecho de voto en la asamblea general de
representantes, cada Sección Regional sólo podrá tener mandato de otra,
no más.
§ Único. - A los efectos del voto en las asambleas generales de las
Secciones Regionales sólo podrán ser mandatarios los notarios en pleno
ejercicio.

Art. 31. - Los casos no previstos en el presente estatuto serán resueltos
provisionalmente por el Consejo Directivo o por resolución de la mesa que
presida la asamblea general de representantes, posteriormente ratificada
por el plenario.

Disposiciones transitorias
Art. 32. - El Consejo Directivo presentará en la próxima asamblea general
de representantes un proyecto de código de ética notarial.
(Estatutos aprobados en la asamblea general extraordinaria de 5 de
noviembre de 1970, y registrados en el Registro Civil de Personas del
Estado de Guanabara el 14/12/70, N° 26363, Libro A - 8).

CÓDIGO CIVIL DEL PERÚ. MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 188 SOBRE
BIENES COMUNES Decreto - ley 17838

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR CUANTO:
El Gobierno Revolucionario ha dado el Decreto - ley siguiente:
EL GOBIERNO REVOLUCIONARIO
CONSIDERANDO:
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Que conforme a las reglas de nuestro Código Civil, los bienes comunes
adquiridos durante el matrimonio son administrados por el marido, el cual
puede disponer de ellos a título oneroso;
Que esta forma de libre disposición resulta excesiva en la práctica,
tratándose de bienes comunes, y su ejercicio por el marido, sin
consentimiento ni intervención de la mujer, genera situaciones injustas que
la ley debe prever y evitar;
Que la limitación de esta facultad irrestricta redundará no sólo en el mejor
resguardo del patrimonio de la mujer y de los hijos, sino que, además,
contribuirá a evitar situaciones que ponen en peligro la estabilidad del
matrimonio, institución fundamental cuya integridad debe resguardarse.
En uso de las facultades de que se está investido; y
Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Ha dado el Decreto - Ley siguiente:
Artículo Único. - Modifícase el artículo 188 del Código Civil, en los términos
siguientes:
"Artículo 188. - El marido es el administrador de los bienes comunes con las
facultades que le confiere la ley, requiriéndose la intervención de la mujer
cuando se trate de disponer o gravar bienes comunes a título gratuito u
oneroso."
(Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los treinta días del mes de
setiembre de mil novecientos sesentinueve).
General de División EP. Juan Velasco Alvarado, Presidente de la
República.
General de División EP. Ernesto Montagne Sánchez, Presidente del
Consejo de Ministros y Ministro de Guerra.
Vice - Almirante AP. Enrique Carbonel Crespo, Ministro de Marina.
Teniente General FAP. Rolando Gilardi Rodríguez, Ministro de Aeronáutica.
General de Brigada EP. Armando Artola Azcarate, Ministro del Interior.
General de Brigada EP. Edgardo Mercado Jarrín, Ministro de Relaciones
Exteriores.
General de Brigada EP. Alfredo Arrisueño Cornejo, Ministro de Educación.
Mayor General FAP. Eduardo Montero Rojas, Ministro de Salud.
Mayor General FAP. Jorge Chamot Biggs, Ministro de Trabajo.
General de Brigada EP. Jorge Barandiaran Pagador, Ministro de
Agricultura y Pesquería.
Contralmirante AP. Jorge Camino de la Torre, Ministro de Industria y
Comercio.
General de Brigada EP. Aníbal Meza Cuadra Cárdenas, Ministro de
Transportes y Comunicaciones.
General de Brigada EP. Jorge Fernández Maldonado Solari, Ministro de
Energía y Minas y Encargado de la Cartera de Economía y Finanzas.
Contralmirante AP. Luis Vargas Caballero, Ministro de Vivienda.
POR TANTO:
Mando se publique y cumpla.
Lima, 30 de setiembre de 1969.
General de División EP. Juan Velasco Alvarado.
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REFORMAS AL CÓDIGO CIVIL ESPAÑOL

Por ley 7/970 de 4 de julio se introdujeron modificaciones al capítulo V, título
VII, libro I del Código Civil español, referente a la adopción.
De acuerdo con los fundamentos de la reforma, ella persigue facilitar y
robustecer el vínculo adoptivo. Mientras en la ley de 24 de abril de 1958, que
reglamentó la adopción, donde ya hizo irrupción ese propósito, entrañaba
una considerable novedad respecto de las directrices imperantes en el viejo
texto del Código Civil de 1889, ahora lo nuevo no se traduce tanto en una
mutación de rumbo como en la continuada y progresiva apertura de
derroteros ya esbozados.
La ley mantiene la distribución del articulado correspondiente al capítulo V
del título VII del libro I en tres secciones, tal y como se hizo, si no
estrictamente en la ley de 1958, sí en la proyección de ésta en el Código
Civil: una primera sección dedicada con cierta amplitud a las disposiciones
generales; y dos secciones consagradas a los preceptos específicos de las
dos clases de opción admitidas. Para no introducir alteraciones numéricas
que pueden resultar en algún aspecto perturbadoras, se ha hecho el
esfuerzo de mantener el mismo número de artículos a costa quizá de
desbordar los límites más deseables. Dentro de la sección primera ha
parecido conveniente invertir el orden expositivo, anteponiendo, por razones
obvias, las normas que regulan la constitución de la adopción a las que se
refieren a los efectos y a la extinción de la misma.
La ley reconoce las dos clases de adopción consagradas por la reforma de
1958. Con ello sigue inserto en la tendencia compartida por diversas
legislaciones extranjeras en reformas muy recientes, como la francesa de
1966 y 1967, la portuguesa de 1966, la italiana de 1967 y la belga de 1969,
a las que se anticipó el legislador español.
En el orden terminológico, la ley, si bien conserva para la clase de adopción
de efectos más intensos el nombre de "plena", elimina para la otra el
término de "menos plena".
El texto propuesto admite de manera expresa la posibilidad de transformar
o convertir la adopción simple en plena; posibilidad que, a la vista del texto
precedente, pareció en un principio dudosa, aunque preponderó el criterio
favorable de marcada ventaja para el adoptado.
Al ocuparse de la capacidad para adoptar, la ley rebaja la edad exigida al
adoptante, que pasa a ser ahora de 30 años.
Con respecto a las prohibiciones para adoptar, la ley persevera en el
criterio de restringir su número. De un lado mantiene la prohibición
concerniente a las personas a quienes su estatuto religioso prohiba el
matrimonio; y de otro, suprime la relativa a quienes tienen ya descendientes.
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